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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, treinta de abril de dos mil nueve 
Acta N° 0028 del 30 de abril de 2009.

Siendo las cinco de la tarde de esta fecha, la Sala de Decisión Laboral de este Tribunal se constituye en audiencia pública a efecto de resolver el recurso de apelación propuesto por la parte demandada contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira el 18 de diciembre de 2008, en el proceso Ordinario de doble instancia que Mario López López adelanta contra la sociedad Multiservicios S.A.
El proyecto elaborado por el Magistrado Ponente fue revisado, discutido y aprobado por la Sala y reseña estos

ANTECEDENTES

Pretende el demandante, a través de apoderada judicial, que se declare que la demandada es responsable del pago de su pensión de jubilación, desde el 5 de febrero de 2005; que como consecuencia de la anterior declaración, se condene a la accionada al pago de la referida pensión de jubilación a partir del 5 de febrero de 2005, con sus respectivos intereses moratorios y costas procesales. 
Afinca sus aspiraciones relatando que nació el 5 de febrero de 1950, fls. 11 y 12; prestó sus servicios en las extintas Empresas Públicas de Pereira y últimamente en Multiservicios S.A., desempeñando el cargo de Auxiliar de Lectura por un lapso de 22 años, 10 meses y 19 días, fl. 13; el 21 de marzo de 2007 presentó ante la accionada solicitud de pensión de jubilación, sin haber recibido respuesta a la fecha de presentación de la demanda; fue citado en varias ocasiones por funcionarios de Multiservicios .S.A. a fin de conciliar la suma del retroactivo de la pensión, mismos que manifestaron que dicha prestación estaba a su cargo. Afirma que tiene derecho al reconocimiento de su pensión de jubilación al tenor de la Ley 33 de 1985, toda vez que satisface los requisitos de edad, tiempo de servicios y retiro del sistema. 

La demanda fue admitida por auto del 13 de diciembre de 2007, fl. 16,  y se dispuso la notificación y traslado respectivos a la parte accionada, quien por conducto de su representante legal y mediante apoderado judicial dio oportuna respuesta, fl. 24, la cual, sin embargo, fue inadmitida, toda vez que no se expusieron las razones de fondo frente a las pretensiones del actor, por lo cual se concedió un término de cinco (5) días para subsanar dicha falencia, lo cual no se hizo, por lo que se tuvo por no contestado el libelo. 
No se logró un acuerdo conciliatorio entre las partes en la audiencia prevista para el efecto, fl. 46, por la inasistencia de la Entidad accionada. Constituido el juzgado en primera de trámite decretó las pruebas solicitadas.

Clausurado el debate probatorio se dictó sentencia el 18 de diciembre anterior, fl. 65. En dicha decisión, el juez a quo condenó a Multiservicios S.A. a reconocer y pagar la pensión de jubilación al actor, para ello estimó que era aplicable al caso concreto los lineamientos de la Ley 33 de 1985, cuyos requisitos encontró cumplidos, amén que lo reclamado constituía un derecho cierto e indiscutible, por ende inconciliable, por lo que restó validez al Acta de Conciliación suscrita por las partes. Cargó las costas a la demandada. 
Inconforme con la decisión, interpuso recurso de apelación el mandatario judicial de Multiservicios S.A., fl 24, manifestando el 30 de septiembre de 1998 se suscribió Acta de Conciliación entre las partes ante el Ministerio del Trabajo y Seguridad Social, en la cual se pactó el reconocimiento de una bonificación al señor López López con el objeto de dirimir cualquier pretensión o eventual reclamación derivada de la relación laboral y por concepto de indemnización por despido, indemnización por retiro voluntario, pensión sanción, pensión por retiro voluntario, derecho de reintegro o cualquier otro concepto derivado de la relación de trabajo que unió a las partes, teniendo en cuenta que estos eran derechos inciertos y discutibles, por lo tanto, se queja de que el Despacho no le dio el valor jurídico real al mencionado documento, el cual constituye cosa juzgada; agrega que el actor al momento de suscribir el Acta de Conciliación no había adquirido derecho alguno, pues solo tenía una expectativa, la cual fue conciliada, acto que hizo transito a cosa juzgada, conforme al artículo 66 de la Ley 446 de 1998; en caso de no aceptarse lo anteriores argumentos, solicita se sirva tener en cuenta la aplicación al presente caso el fenómeno de la compensación.

Concedido el recurso, se enviaron las diligencias a esta superioridad donde a las partes se les confirió el traslado de rigor y dentro del término legal, presentó escrito Multiservicios S.A. Verificado que no existen vicios que anulen la actuación se procede a resolver con apoyo en estas 
CONSIDERACIONES:

La inconformidad de la parte demandada se circunscribe  a que considera que es válido el acuerdo al que llegaron las partes y que se plasmó en el Acta de Conciliación que suscribieron ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social – hoy Ministerio de la Protección Social -, el 30 de septiembre de 1998, fls. 28 a 33.
Existen aspectos que no pueden ser objeto de conciliación, la  Constitución Nacional ha limitado el objeto de tal figura a derechos inciertos y discutibles, de lo contrario el funcionario ante quien se concilia no debe impartir aprobación al acuerdo, so pena de viciarlo de nulidad por objeto ilícito.

La obligación pensional que ahora se reclama aún no se había perfeccionado para la fecha en que se suscribió el Acta de Conciliación, septiembre 30 de 1998,  esto es, no había nacido a la vida jurídica pues el actor no tenía cumplido el requisito de edad, fls. 11 y 12, toda vez que la Ley 33 de 1985 exige 55 años para acceder a la pensión en ella consagrada, entonces, no constituía un derecho cierto e indiscutible que no pudiera ser conciliado.  

Y es que aunque es cierto que respecto a la conciliación laboral se ha dicho que:

“… si bien, en cuanto cumplan las condiciones legales, están llamadas a resolver las diferencias entre patronos y trabajadores en aspectos salariales y prestacionales, carecen de fuerza, frente a la Constitución, para hacer que el trabajador mediante ellas renuncie a derechos suyos ciertos e indiscutibles, como es el caso de la pensión de jubilación, que le debe ser reconocida y pagada cuando se cumplan los requisitos de ley para obtenerla.

Así, pues, el alcance de las conciliaciones es relativo, en cuanto ponen fin a controversias referentes a los derechos laborales de los cuales se trata en sus textos, pero no pueden extenderse a derechos irrenunciables de los trabajadores. Respecto de éstos las cláusulas de renuncia se tienen por no escritas y no pueden oponerse válidamente a las pretensiones del reclamante si lo que éste pide es la efectividad del derecho irrenunciable”.

También lo es que para que esa irrenunciabilidad se presente debe estarse ante derechos adquiridos, entendidos estos como:

 “…las situaciones jurídicas individuales que han quedado definidas y consolidadas bajo el imperio de una ley y que, en tal virtud, se entienden incorporadas válida y definitivamente o pertenecen al patrimonio de una persona.”
 

Con ese criterio y recordando que el demandante para la fecha del acuerdo no había reunido aún el presupuesto de la edad para obtener su pensión de jubilación, es posible aseverar que tenía plenas facultades para conciliar sus acreencias laborales con el empleador, incluida dicha mera expectativa pensional.

Al respecto ha disertado la jurisprudencia de la siguiente forma:

“Contrario a lo que ocurre con las pensiones restringidas, respecto de las cuales se ha dicho que la edad apenas es una condición para su exigibilidad, ha sostenido la jurisprudencia inveterada de esta Corporación que, en el caso de la plena de jubilación o de vejez, según el caso, ésta (la edad) es un elemento configurativo del derecho y que,  por tanto, mientras no se de, junto con el tiempo de servicio mínimo requerido, no existe un derecho cierto, sino una mera expectativa, lo que impide a toda costa una condena en futuro, como lo pretende el censor.

Esta circunstancia impide que el juzgador pueda de antemano, determinar que la legislación a la fecha en que se declara el derecho, vaya a ser la misma cuando, en un futuro, éste se consolide, si es que se llega a consolidar,  pues, mientras que se trate de una expectativa, la ley nueva puede entrar a modificar la sustantividad del derecho general y abstracto, y aún extinguirlo, en virtud de su aplicación retrospectiva”
 (Subrayado nuestro)
En esa providencia, se ratifica la posición que frente al tema había sostenido dicha Corporación, cuando en sentencia de Casación del 31 de octubre de 1957 se indicó:

“Pero de acuerdo con todo lo estudiado anteriormente, mientras el trabajador no cumpla con ambos requisitos no tiene un derecho cierto, sino una expectativa de derecho a la jubilación, expectativa que por constituir una situación jurídica general, legal y reglamentaria puede ser modificada a favor o en contra del trabajador, en cualquier instante, ya porque se aumente el tiempo de servicio o la edad para adquirir el derecho, o ya porque se disminuya, ya porque se reduzca o porque se eleve el quantum de la prestación, ya porque se fije un minimun mayor de capital –base para las empresas obligadas; y aún más, la expectativa puede extinguirse totalmente si la ley resuelve suprimir la prestación”
.

De suerte que, al no ser considerada la jubilación eventual un derecho cierto, bien podía el trabajador disponer de ella en conciliación tal como lo hizo recibiendo a cambio una buena suma de dinero.

La conciliación avalada por funcionario autorizado por la Ley para dichos efectos (público o particular), produce los efectos de la cosa juzgada (art. 39 Ley 712/01, en armonía con el 66 Ley 446/98). Al respecto han sido numerosas las sentencias emitidas por la Corte Suprema de Justicia, veamos:

“El cargo, entonces, no resulta eficaz, pero es pertinente repetirle al censor que esta Sala en muchas oportunidades ha fijado el alcance y efectos de la conciliación celebrada ante funcionario público, entre los que se destaca el del 10 de junio de 1998, radicación 10655,  en que se puntualizó:

“Al efecto, encuentra la Sala conveniente recordarle al sentenciador colegiado que la conciliación avalada por funcionario público, produce los efectos de la cosa juzgada (artículos 20 y 78 del Código Procesal del Trabajo); es decir, goza el acta respectiva de fuerza legal, de suerte que su invalidación, por encontrar que alguna de las partes llegó a ella por efecto del error, la fuerza o el dolo, tiene que venir apoyada por una prueba de tal carácter que no permita prácticamente duda alguna.

De otra parte, no queda por demás transcribir a continuación lo dicho por la Corte en sentencia del 21 de junio de 1982, que ha sido reiterada en otras oportunidades:

“En la vida del derecho, el mutuo consentimiento, o sea el acuerdo de voluntades entre dos o más personas para realizar un negocio jurídico, tiene en principio plena validez. Pero si el consentimiento de alguna de esas personas está viciado por error, fuerza o dolo, el acto es susceptible de invalidación.

“Por mutuo acuerdo entre empleador y empleado debe siempre celebrarse el contrato de trabajo. Y en la misma forma puede modificarse o aun extinguirse por resiliación. Pero esta última no exige esencialmente que la gratuidad sea el móvil determinante para uno o para ambos contratantes cuando quieran de consuno fenecer el contrato. Bien puede una de las partes ofrecerle a la otra una compensación en dinero o en especie para que acepte resiliar el contrato, sin que esa oferta pueda calificarse por sí misma como una forma de coacción o de violencia ejercida sobre la contraparte.

“Si quien recibe la oferta decide aceptarla porque la encuentra conveniente para sus intereses, no hay base para sostener que el contrato de trabajo fue roto unilateralmente por el oferente y que hubo una víctima de un obrar contrario a derecho que debe ser indemnizada. Aquella manifestación expresa de uno de los contratantes de aceptar lo ofrecido por su contraparte no puede calificarse como intrínsecamente inválida, puesto que no cabe olvidar tampoco que el error, la fuerza o el dolo no se presumen sino que deben demostrarse plenamente por quien alegue haberlos padecido”.

Lo anterior fue ratificado en reciente pronunciamiento de la misma Corporación:

“La Corte, desde antaño y en numerosos pronunciamientos ha respetado la conciliación como medio de autocomposición de conflictos. En sentencia del 23 de agosto de 1983, dijo:

 

“En el efecto laboral, lo mismo que en otros campos de la vida jurídica, el consentimiento expresado por persona capaz y libre de vicios, como el error, la fuerza o el dolo, tiene validez plena y efectos reconocidos por la ley, a menos que dentro del ámbito laboral haya renuncia de derechos concretos, claros e indiscutibles por parte del trabajador, que es el caso que tiene la obligación de precaver el juez del trabajo cuando en su presencia quienes fueron o son patrono y empleado formalizan un arreglo amigable de divergencias surgidas durante el desarrollo del contrato de trabajo o al tiempo de su finalización.

 

En esta forma cuando el juez aprueba una conciliación, ella adquiere el efecto de cosa juzgada que enerva cualquier litigio posterior sobre la misma materia y entre las mismas partes. Así lo estatuyen los artículos 78 del Código Procesal del Trabajo y 332 del Código de Procedimiento Civil”.”

Ahora bien, a folios 28 a 33 del expediente, encontramos el Acta de Conciliación firmada por las partes ante la División Trabajo e Inspección y Vigilancia de la Dirección Regional de Risaralda del Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social, en ella se pactó por el aquí demandante con la entidad accionada el retiro voluntario del trabajador del cargo ejercido y con el fin de dirimir cualquier pretensión o eventual reclamación de “Indemnización por despido, indemnización por retiro voluntario, pensión – sanción, pensión por retiro voluntario, derecho de reintegro, o cualquier otro concepto derivado de la relación de trabajo que los unió. SON: CUARENTA Y NUEVE MILLONES SEISCIENTOS OCHENTA Y TRES MIL TRESCIENTOS TREINTA Y TRES PESOS ($49.683.333.oo). Que el EMPLEADOR pagará al TRABAJADOR así: Veinte (20) días después de la firma de la presente acta, y a cuya satisfacción total el TRABAJADOR (a) lo declara a PAZ Y SALVO por los conceptos aquí conciliados, tales como: salarios, reajustes de salario, cesantías, intereses a las cesantías, reajustes de los mismos, reliquidación de los anteriores conceptos, vacaciones, primas legales y extralegales, indemnización por despido, indemnización por retiro voluntario, pensión – sanción, pensión por retiro voluntario, pensión de jubilación, pensión voluntaria, derecho de reintegro, o cualquier otro concepto derivado de la relación de trabajo que los unió …” (Subrayado nuestro)
De lo anterior se extracta con la simple lectura, que el actor concilió el derecho a la pensión de jubilación que ahora reclama, aceptando una bonificación, la cual le fue reconocida por medio de la Resolución 0457 del 7 de octubre de 2008, fls. 29 y 30, es decir, 7 días después de haberse pactado el acuerdo conciliatorio al que se viene haciendo referencia, lo cual se realizó de manera libre, expresa y espontánea, al menos no se alegó lo contrario.
Conforme a jurisprudencia de vieja data, emanada de la Corte Suprema de Justicia, la conciliación debe expresar en forma precisa todos los conceptos sobre los cuales se está arreglando, “ya sea porque los indique uno a uno o porque de los términos generales con que se redacte surja sin lugar a dudas que pone fin a todas las controversias, acciones y reclamos, derechos y obligaciones de las partes, surgidos o que puedan surgir de manera directa o indirecta del contrato de trabajo.”

En ese orden de ideas, considera esta Corporación que la sentencia de primera instancia debe ser revocada en su totalidad. Así se hará.
Costas en esta instancia a cargo del demandante.
Por lo discurrido, la Sala Laboral de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia objeto de recurso y en su lugar ABSUELVE a Multiservicios S.A. de todas las pretensiones incoadas en su contra por Mario López López. Las Costas de primera instancia correrán por cuenta del demandante y a favor de la Entidad demandada.
Costas en esta Sede a cargo del demandante.
Decisión notificada en estrados.   

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se da por terminada y en constancia firman el acta los intervinientes.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

� T- 1008 de 1999. M. P. Dr. José Gregorio Hernández Galindo
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